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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al tres de febrero de dos mil veintiséis, emite la siguiente:

SENTENCIA

Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 145/2024, promovida por el Poder Ejecutivo Federal en contra de diversas porciones normativas del Decreto Número 448 mediante el cual se aprueba la reforma a los artículos 36 y 45 Bis de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis de julio de dos mil veinticuatro. 
ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA

1. 
Presentación del escrito inicial. Mediante escrito depositado en el buzón judicial de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el veintiséis de agosto de dos mil veinticuatro, María Estela Ríos González, Consejera Jurídica del Ejecutivo Federal, promovió acción de inconstitucionalidad en contra de diversas porciones normativas del Decreto Número 448 mediante el cual se aprueba la reforma a los artículos 36 y 45 Bis de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis de julio de dos mil veinticuatro.

2.
Conceptos de invalidez. En su escrito inicial, el accionante adujo vulnerados los artículos 1, 2, apartado B, fracción III, 4, párrafos primero y cuarto, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante Constitución Política del país). En sus conceptos de invalidez expuso lo siguiente:

Primero.
El artículo 36 del Decreto impugnado, en su porción normativa ‘conforme a la disponibilidad presupuestal’, viola los artículos 1, párrafo tercero, 2, apartado B, fracción III, y 4, párrafo cuarto, de la Constitución Política del país. La porción normativa que se impugna impone una condición restrictiva para que se cumpla con el derecho humano de los pueblos indígenas de acceso a los servicios de salud y el uso de su lengua indígena, ya que prevé que, si no cuenta con presupuesto suficiente en las instancias médicas, no se podrá contar con personal médico, de enfermería o traductor, quienes serían el nexo lingüístico para que las personas indígenas se expresen y se les entienda y atienda asertivamente su padecimiento.


El legislativo local incumplió con el deber de garantía, pues condicionó el pleno ejercicio del derecho a la salud a la disponibilidad presupuestaria.


La porción normativa impugnada introduce una condición que puede resultar en la negación o reducción de derechos fundamentales, lo que contraviene los principios de universalidad y progresividad, así como la obligación estatal de garantizar el acceso pleno y no condicionado a los derechos a la salud y la protección de comunidades indígenas.


Por otro lado, el legislador condicionó los servicios de salud para ese sector vulnerable, conforme a la disponibilidad presupuestal, lo que genera una restricción que impide a las comunidades indígenas recibirlos en igualdad de condiciones, pues la ausencia de traductores para las comunidades indígenas limita el acceso efectivo a los servicios  de salud. 
Segundo.
El artículo 36 del Decreto impugnado viola los artículos 1 y 4, párrafo primero, de la Constitución Política del país, ya que la porción normativa ‘enfermera’, hace una distinción en razón de género que atenta contra el derecho a la igualdad y no discriminación basada en estereotipos. El artículo discrimina en razón de género, ya que genera un sesgo, porque identifica a la profesión de enfermería con el sexo femenino, lo que se traduce en una forma de expresiones sexistas basadas en estereotipos. El legislador debió evitar cualquier forma de discriminación en razón de género, pues no solo es una violación a los derechos humanos, sino que también perpetúa las desigualdades económicas y sociales, lo cual afecta negativamente a las personas discriminadas y al desarrollo integral de las sociedades.


Tercero. Las porciones normativas ‘que hable cada una de las lenguas indígenas que se establezcan como predominantes en el Estado’ y ‘No se entenderá que la persona no puede dar su consentimiento cuando se estima que está en un error o que no tiene conciencia de lo que hace’, previstas en los artículos 36 y 45 Bis, respectivamente, vulneran los principios de seguridad y legalidad jurídica protegidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política del país. Las porciones normativas impugnadas contienen vicios que permiten un margen tan abierto, que no otorga certeza jurídica a los gobernados, pues resultan de imposible aplicación a un caso concreto. La falta de claridad puede dar lugar a una interpretación arbitraria o desigual en la aplicación de la ley, lo cual es contrario al principio de legalidad, que exige normas claras, precisas y aplicables de manera uniforme.

3.
Registro y turno de la acción de inconstitucionalidad. Mediante proveído de veintisiete de agosto de dos mil veinticuatro, la entonces Ministra Presidenta de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente físico y electrónico del escrito inicial presentado por el accionante con el número 145/2024. Asimismo, ordenó se turnara el expediente al entonces Ministro Javier Laynez Potisek, para que instruyera el procedimiento correspondiente. 
4.
Admisión de la acción de inconstitucionalidad Mediante proveído de diecinueve de septiembre de dos mil veinticuatro, el Ministro instructor ordenó reconocer personalidad a la promovente y admitir a trámite la acción de inconstitucionalidad hecha valer; asimismo, ordenó emplazar a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Baja California, a efecto de que rindieran informe y remitieran los antecedentes de las normas generales impugnadas; así también, correr traslado a la Fiscalía General de la República, a fin de que rindiera el pedimento que a su representación corresponde.

5.
Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Baja California. Mediante escrito presentado ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal el dieciocho de octubre de dos mil veinticuatro, Juan José Pon Méndez, Consejero Jurídico del Estado de Baja California rindió informe en representación de dicha autoridad.

6.
El Poder Ejecutivo del Estado reconoció como ciertos los actos atribuidos a su titular, consistentes en la promulgación y publicación del Decreto No. 448, mediante el cual se reformaron las disposiciones impugnadas. Señaló que la acción de inconstitucionalidad es improcedente conforme a los artículos 19, fracción VIII, y 60 de la Ley Reglamentaria del artículo 105 constitucional, por haber sido promovida fuera del plazo legal de treinta días naturales. A su juicio, el Decreto 448 no implicó una modificación sustancial de los preceptos que se impugnan, ni alteró su intención original, por lo que no constituye un nuevo acto legislativo susceptible de ser impugnado.

7.
Añadió que el Decreto 448 únicamente introdujo cambios puntuales: en el artículo 36 se adicionaron y reformaron partes subrayadas, y en el artículo 45 Bis se eliminó un párrafo. Las porciones normativas que se cuestionan ya habían sido incorporadas mediante los Decretos 495 y 380, publicados el quince de julio de dos mil dieciséis y el nueve de febrero de dos mil veinticuatro, respectivamente. En consecuencia, los plazos para promover la acción vencieron el quince de agosto de dos mil dieciséis y el once de marzo de dos mil veinticuatro. Al no haberse presentado dentro de esos términos, la acción resulta extemporánea.

8.
Respecto a los conceptos de invalidez, sostuvo que el artículo 36 de la ley establece una obligación sujeta a la disponibilidad presupuestal, orientada a garantizar la atención médica de comunidades indígenas a través de personal que hable su lengua. No se impone una restricción al derecho a la salud ni al uso de la lengua indígena; por el contrario, se trata de una medida de inclusión razonable.

9.
Negó también que el uso del término ‘enfermera’ implique una distinción de género contraria a los artículos 1 y 4 constitucionales. Afirmó que, de acuerdo con datos del INEGI y la ENOE, la mayoría del personal en esta profesión son mujeres, por lo que el uso del término debe entenderse en sentido genérico y no excluyente.

10.
En cuanto al tercer concepto, afirmó que las normas impugnadas no afectan la esfera privada de las personas, ya que no forman parte de un procedimiento sancionador. La disposición que exige personal que hable las lenguas indígenas predominantes busca garantizar el derecho a la salud y la accesibilidad cultural. Finalmente, sostuvo que el párrafo del artículo 45 Bis, que regula el consentimiento informado, no contraviene el principio de legalidad, pues busca asegurar que toda persona pueda expresar su voluntad libremente ante tratamientos médicos.

11.
Informe del Poder Legislativo del Estado de Baja California. Mediante escrito depositado en la oficina de correos de la localidad y recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal el veinticinco de octubre de dos mil veinticuatro, Dunnia Montserrat Murillo López y Alejandra María Ang Hernández, Diputadas Presidenta y Secretaria de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Baja California, rindieron informe en representación de dicha autoridad.

12.
El Congreso del Estado coincidió en que las porciones normativas ‘conforme a la disponibilidad presupuestal’ y ‘enfermera’ no fueron introducidas mediante el Decreto 448, sino que provienen del Decreto 495, publicado el quince de julio de dos mil dieciséis. Del mismo modo, la disposición relativa al consentimiento informado del artículo 45 Bis deriva del Decreto 380, publicado el nueve de febrero de dos mil veinticuatro, por lo que la acción resulta fuera de tiempo.

13.
Sobre los conceptos de invalidez, reiteró que no se niega el acceso a servicios de salud a personas indígenas. La mención de la disponibilidad presupuestal no limita la obligación, sino que establece un criterio razonable para contar con personal médico, de enfermería o traductores que hablen lenguas indígenas.

14.
Respecto al término ‘enfermera’, sostuvo que responde a una costumbre social para referirse al personal de enfermería sin distinción de género. El término, por sí solo, no implica trato desigual ni limita derechos.

15.
Finalmente, consideró que el requisito de contar con personal que hable las lenguas indígenas predominantes no es una medida desproporcionada ni inviable, sino una meta progresiva jurídicamente posible.

16.
Apertura del plazo para alegatos. Mediante proveído de veintiuno de noviembre de dos mil veinticuatro, el Ministro instructor tuvo por rendidos los informes solicitados en el presente medio de control constitucional y al Poder Ejecutivo estatal desahogando el requerimiento formulado en autos.  No así al Poder Legislativo local a quien requirió de nueva cuenta los antecedentes legislativos de las normas impugnadas.

17.
Con copia de los informes rendidos, el Ministro instructor ordenó correr traslado al accionante y a la Fiscalía General de la República, y poner los autos a la vista de las partes para que formularan por escrito sus alegatos.

18.
Pedimento de la Fiscalía General de la República. La Fiscalía General de la República no formuló pedimento en el presente asunto.

19.
Alegatos del Poder Ejecutivo Federal y cierre de instrucción. Mediante proveído de catorce de enero de dos mil veinticinco, el Ministro instructor tuvo al Poder Legislativo del Estado desahogando el requerimiento formulado en autos y al Poder Ejecutivo Federal formulando alegatos. Finalmente, cerro instrucción, a efecto de elaborar el proyecto de resolución correspondiente.

20.
Returno. Mediante proveído de cuatro de septiembre de dos mil veinticinco, el Ministro Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó turnar el presente asunto a la Ministra Sara Irene Herrerías Guerra, para la elaboración del proyecto de resolución correspondiente.

I. COMPETENCIA

21.
El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, en términos de lo dispuesto en los artículos 105, fracción II, inciso c)
 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante Constitución Política del país) y 16, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación,
 toda vez que se planteó la posible contradicción entre la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California y la Constitución Política del país.

II. PRECISIÓN DE LAS NORMAS RECLAMADAS

22.
De conformidad con los artículos 41, fracción I
, en relación con el 73,
 ambos de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante Ley Reglamentaria de la Materia), se deben precisar las normas generales objeto del presente medio de control constitucional.

23.
De la lectura integral de la demanda se advierte que el accionante impugna las porciones normativas siguientes (se subrayan) de los artículos 36 y 45 Bis de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California, reformados mediante Decreto Número 448, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis de julio de dos mil veinticuatro:
Artículo 36. (…)

De igual forma en los municipios del Estado en los que existan pueblos y comunidades indígenas, procurarán conforme a la disponibilidad presupuestal contar por lo menos con un médico, enfermera o traductor en el centro de salud que las atienda, que hable cada una de las lenguas indígenas que se establezcan como predominantes en el Estado, según los datos aportados por el Instituto Nacional de Información Estadística y Geografía, y cuente con los conocimientos sobre la cultura y costumbres indígenas, a fin de que los indígenas que no hablen suficientemente el español, puedan recibir la atención medica que requieran, de manera óptima. (…).

Artículo 45 Bis. (…)

Una vez garantizada la comprensión de la información a través de los medios y apoyos necesarios, la población usuaria de los servicios de salud tiene el derecho de aceptarlos o rechazarlos.

En el caso de las niñas, niños y adolescentes constituye una obligación por parte de las personas prestadoras de servicios de atención a la salud implementar los apoyos y ajustes razonables, adecuados a su edad para que su voluntad y preferencias sean tomadas en cuenta en la determinación del tipo de intervenciones encaminadas a garantizar su recuperación y bienestar.

Se entenderá como ajustes razonables a las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales.

No se entenderá que la persona no puede dar su consentimiento cuando se estime que está en un error o que no tiene conciencia de lo que hace.

III. OPORTUNIDAD

24.
Conforme al artículo 60, párrafo primero
, de la Ley Reglamentaria de la Materia, el plazo para promover acción de inconstitucionalidad es de treinta días naturales, computados a partir del día siguiente a la fecha en que la norma general sea publicada en el medio oficial correspondiente. Asimismo, dicho precepto dispone que, si el último día del plazo fuera inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. 
25.
En este caso, el Decreto Número 448, mediante el cual se aprueba la reforma a los artículos 36 y 45 Bis de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California se publicó en el Periódico Oficial de la entidad el viernes veintiséis de julio de dos mil veinticuatro, por lo que el plazo comenzó el sábado veintisiete de julio y feneció el domingo veinticinco de agosto de dos mil veinticuatro. 
26.
En tal sentido, si el último día del plazo fue inhábil, cobra aplicación lo dispuesto en el citado artículo 60, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria, en cuanto a que la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. Consecuentemente, dado que la demanda fue depositada en el buzón judicial de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, precisamente, al día hábil siguiente a que feneció el plazo, esto es, el lunes veintiséis de agosto de dos mil veinticuatro, debe estimarse oportuna su presentación.

IV. LEGITIMACIÓN

27.
En términos del artículo 105, fracción II, inciso c), de la Constitución Política del país, el Ejecutivo Federal, por conducto de la persona Consejera Jurídico del Gobierno podrá promover acción de inconstitucionalidad ante esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en contra de normas generales de las entidades federativas.

28.
Por su parte, de conformidad con el artículo 11, párrafo tercero,
 de la Ley Reglamentaria de la Materia, aplicable en lo conducente a las acciones de inconstitucionalidad por virtud del diverso artículo 59,
 del citado ordenamiento, la persona titular de la Presidencia de los Estados Unidos Mexicanos será representado o representada por el secretario o secretaria de estado, por el jefe o jefa del departamento administrativo o por el Consejero o la Consejera Jurídica del Gobierno, conforme lo determine el propio Presidente o Presidenta, y considerando para tales efectos las competencias establecidas en la ley.  El acreditamiento de la personalidad de estas personas servidoras públicas y su suplencia se harán en los términos previstos en las leyes o reglamentos interiores que correspondan.

29.
En el presente caso, el escrito inicial de demanda fue suscrito por María Estela Ríos González, quien acreditó su personalidad como Consejera Jurídica del Ejecutivo Federal con copia certificada de su nombramiento, de conformidad con los artículos 90, párrafos tercero y cuarto, de la Constitución Política del país
 y 4, párrafo primero, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

30.
En consecuencia, dado que el Ejecutivo Federal es un órgano legitimado para promover acción de inconstitucionalidad en contra de normas generales de las entidades federativas y promueve por conducto de la Consejera Jurídica del Gobierno, debe reconocerse legitimación en el presente asunto.

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y MOTIVOS DE SOBRESEIMIENTO

31.
En virtud de que las cuestiones relativas a la procedencia de la acción de inconstitucionalidad son de estudio preferente,
 al ser de orden público, enseguida se analizan las causales de improcedencia planteadas por las autoridades emisora y promulgadora de la ley impugnada, conforme al artículo 19, último párrafo,
 de la Ley Reglamentaria de la Materia, aplicable a las acciones de inconstitucionalidad por virtud del diverso 65 del citado ordenamiento.

32.
Al respecto, ambos Poderes locales argumentan que se actualiza la causal de improcedencia prevista en los artículos 19, fracción VII,
 de la Ley Reglamentaria de la Materia, en relación con los diversos artículos 60 y 65 del citado ordenamiento,
 dado que el accionante promovió su demanda fuera del plazo legal.

33.
A su decir, el Decreto Número 448, mediante el cual se aprueba la reforma a los artículos 36 y 45 Bis de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California se publicó en el Periódico Oficial de la entidad el viernes veintiséis de julio de dos mil veinticuatro, no modifica de manera sustancial las porciones normativas que el accionante pretende combatir en ambos numerales, ni la intención de estas. Por lo tanto, no se produjo un nuevo acto legislativo que permite su impugnación a través de este medio de control constitucional.
34.
En particular, las porciones normativas que el accionante pretende combatir del artículo 36 formaron parte de las reformas contenidas en el diverso Decreto 495, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el quince de julio de dos mil dieciséis, mientras que las porciones normativas que pretende controvertir del artículo 45 Bis formaron parte del Decreto 380, publicado el nueve de febrero de dos mil veinticuatro, en el citado medio de difusión oficial.

35.
A fin de dilucidar el anterior planteamiento debe traerse a cuenta que, al resolver las acciones de inconstitucionalidad 186/2023 y 147/2024, esta Nueva Corte adoptó un criterio híbrido para determinar la configuración de un nuevo acto legislativo para efectos de la procedencia en la acción de inconstitucionalidad.

36.
Bajo esta nueva perspectiva, el Tribunal Pleno determinó que, para poder hablar de un nuevo acto legislativo —ya sea en los casos en que deba analizarse la posible improcedencia por cesación de efectos, o bien, para efectos de calificar la oportunidad de la demanda—, debe efectuarse un examen caso por caso, a fin de esclarecer cuál fue la intención del legislador y el impacto real de la modificación normativa, siempre desde una perspectiva que favorezca el pleno acceso a la jurisdicción.

37.
Lo anterior tiene como finalidad evitar que un criterio puramente formal genere usos indebidos del procedimiento legislativo, mediante reformas menores o meramente técnicas —como cambios de palabras que solo perfeccionen la redacción de la norma; la corrección de los números de alguna fracción; la modificación de la ubicación de los párrafos de un artículo; o simples ajustes de texto, puntuación o erratas, entre otros cambios menores—, que provoquen, de manera artificiosa, la improcedencia de las acciones de inconstitucionalidad y obstaculicen el acceso a la impartición de justicia.

38.
Asimismo, en aquellos casos en los que se advierta que ya existía una norma de contenido semejante o incluso idéntico al de la reclamada, deberá abordarse el análisis de la oportunidad de la demanda no solo a partir de la existencia o la ausencia de un cambio efectivo de sentido normativo, sino también considerando si, por la importancia del asunto, debe privilegiarse la solución del conflicto por encima de los formalismos procedimentales. Ello, porque en estos supuestos debe tenerse presente que, si se concluye que no hubo el pretendido nuevo acto legislativo, ya no existirá la posibilidad de volver a cuestionar la norma cuya impugnación fue declarada extemporánea, lo que podría suponer una denegación de justicia, derivada exclusivamente de que el legislador repitió una norma preexistente o le realizó mínimos ajustes.

39.
Por tanto, el análisis debe considerar tanto la voluntad legislativa expresada a través del proceso formal como la sustancia de la modificación normativa e, inclusive, la relevancia del asunto que pudiera justificar dar cauce a su estudio en aplicación del principio de acceso a la justicia, aun cuando se trata de una norma que repita en su mayor parte un texto anterior.

40.
Este criterio híbrido garantiza un ejercicio equilibrado y efectivo del control constitucional, en la medida en que asegura que las acciones de inconstitucionalidad cumplan íntegramente su función revisora, sin que puedan ser eludidas mediante estrategias procedimentales que no responden a una auténtica voluntad legislativa de modificar la norma.

41.
En contraste con lo anterior, cuando surja la duda respecto de si la impugnación de una norma  —producto de un nuevo proceso legislativo— es extemporánea por ser parecida o idéntica a otra preexistente, el Tribunal Pleno deberá ser especialmente cuidadoso en apreciar no solo la existencia de un cambio de sentido normativo, sino también la naturaleza del tema planteado. Esto, porque de estimarse inoportuna su impugnación, ya no habrá posibilidad de reclamarla en este medio de control abstracto de la regularidad constitucional de normas generales. En tal escenario, deberá procurarse privilegiar un estudio de fondo, a fin de no impedir el examen de cuestiones de evidente trascendencia para el orden jurídico, lo que habrá de ponderarse en cada asunto.

42.
Por tanto, conforme al criterio híbrido adoptado por este Tribunal Pleno, corresponde analizar, en primer lugar, las reformas a los artículos 36 y 45 Bis de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California a la luz de los Decretos invocados que, a decir de las autoridades emisora y promulgadora, dieron lugar a las porciones normativas que el accionante controvierte.

43.
Lo anterior, a fin de determinar si el Decreto reclamado entrañó una modificación sustantiva en el sentido normativo que refleje una auténtica intención legislativa de alterar el contenido jurídico de dichos preceptos, o si, por el contrario, únicamente se trata de ajustes propios de técnica legislativa. En seguida, deberá verificarse si la relevancia del asunto justifica su examen, aun cuando la disposición impugnada resulte, en buena medida, semejante a su texto original de los Decretos con que se compara.

44.
En tal sentido, en primer lugar, se abordará la comparativa del artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California:

	Decreto 495, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el quince de julio de dos mil dieciséis.
	Decreto impugnado 448, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis de julio de dos mil veinticuatro

	Artículo 36. Los integrantes del Sistema Estatal de Salud, deberán dar atención preferente e inmediata a menores, farmacodependiente en situación de calle o abandono, personas con capacidades diferentes y ancianos sometidos en cualquier forma de maltrato que pongan en peligro su salud física o mental.
	Artículo 36. Los integrantes del Sistema Estatal de Salud, deberán dar atención preferente e inmediata a menores, farmacodependiente en situación de calle o abandono, personas con capacidades diferentes y ancianos sometidos en cualquier forma de maltrato que pongan en peligro su salud física o mental.

	De igual forma en los municipios del Estado en los que existan pueblos y comunidades indígenas, procurarán conforme a la disponibilidad presupuestal contar por lo menos con un médico, enfermera o traductor en el centro de salud que las atienda, que hable la lengua indígena predominante del lugar, y cuente con los conocimientos sobre la cultura y costumbres indígenas, para la atención de su población.
	De igual forma en los municipios del Estado en los que existan pueblos y comunidades indígenas, procurarán conforme a la disponibilidad presupuestal contar por lo menos con un médico, enfermera o traductor en el centro de salud que las atienda, que hable cada una de las lenguas indígenas que se establezcan como predominantes en el Estado, según los datos aportados por el Instituto Nacional de Información Estadística y Geografía, y cuente con los conocimientos sobre la cultura y costumbres indígenas, a fin de que los indígenas que no hablen suficientemente el español, puedan recibir la atención medica que requieran, de manera óptima.

	Asimismo, darán esa atención a quienes hayan sido sujetos pasivos de la comisión de delitos que atenten contra la integridad física o mental o el normal desarrollo psicosomático de los individuos.
	Asimismo, darán esa atención a quienes hayan sido sujetos pasivos de la comisión de delitos que atenten contra la integridad física o mental o el normal desarrollo psicosomático de los individuos.

	En estos casos, las instituciones de salud del Estado, podrán tomar las medidas inmediatas que sean necesarias para la protección de la salud de los menores, farmacodependiente en situación de calle o abandono, personas con capacidades diferentes y ancianos, sin perjuicio de dar intervención a las Autoridades competentes
	En estos casos, las instituciones de salud del Estado, podrán tomar las medidas inmediatas que sean necesarias para la protección de la salud de los menores, farmacodependiente en situación de calle o abandono, personas con capacidades diferentes y ancianos, sin perjuicio de dar intervención a las Autoridades competentes


45.
En segundo lugar, se abordará la comparativa del artículo 45 Bis de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California:

	Decreto 380 publicado en el Periódico Oficial de la entidad el nueve de febrero de dos mil veinticuatro.
	Decreto impugnado 448, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis de julio de dos mil veinticuatro

	Artículo 45 Bis. Las personas usuarias tienen derecho a decidir libremente sobre la aplicación de los procedimientos diagnósticos y terapéuticos ofrecidos. En caso de urgencia o que la persona usuaria se encuentre en estado de incapacidad transitoria o permanente, la autorización para proceder será otorgada por el familiar que lo acompañe o su representante legal; en caso de no ser posible lo anterior, la persona prestadora de servicios de salud procederá de inmediato para preservar la vida y salud del usuario, dejando constancia en el expediente clínico.
	Artículo 45 Bis. Las personas usuarias tienen derecho a decidir libremente sobre la aplicación de los procedimientos diagnósticos y terapéuticos ofrecidos. En caso de urgencia o que la persona usuaria se encuentre en estado de incapacidad transitoria o permanente, la autorización para proceder será otorgada por el familiar que lo acompañe o su representante legal; en caso de no ser posible lo anterior, la persona prestadora de servicios de salud procederá de inmediato para preservar la vida y salud del usuario, dejando constancia en el expediente clínico.

	Las personas usuarias de los servicios de salud en general, contarán con facilidades para acceder a una segunda opinión.
	Las personas usuarias de los servicios de salud en general, contarán con facilidades para acceder a una segunda opinión.

	El consentimiento informado, que constituye el núcleo del derecho a la salud, tanto desde la perspectiva de la libertad individual como de las salvaguardas para el disfrute del mayor estándar de salud.
	El consentimiento informado, que constituye el núcleo del derecho a la salud, tanto desde la perspectiva de la libertad individual como de las salvaguardas para el disfrute del mayor estándar de salud.

	El consentimiento informado es la conformidad expresa de una persona, manifestada por escrito, para la realización de un diagnóstico o tratamiento de salud.
	El consentimiento informado es la conformidad expresa de una persona, manifestada por escrito, para la realización de un diagnóstico o tratamiento de salud.

	Todas las personas prestadoras de servicios de salud, públicos o privados, están obligadas a comunicar a la persona, de manera accesible, oportuna y en lenguaje comprensible, la información veraz y completa, incluyendo los objetivos, los posibles beneficios y riesgos esperados, y las alternativas de tratamiento, para asegurar que los servicios se proporcionen sobre la base del consentimiento libre e informado.
	Todas las personas prestadoras de servicios de salud, públicos o privados, están obligadas a comunicar a la persona, de manera accesible, oportuna y en lenguaje comprensible, la información veraz y completa, incluyendo los objetivos, los posibles beneficios y riesgos esperados, y las alternativas de tratamiento, para asegurar que los servicios se proporcionen sobre la base del consentimiento libre e informado.

	Una vez garantizada la comprensión de la información a través de los medios y apoyos necesarios, la población usuaria de los servicios de salud tiene el derecho de aceptarlos o rechazarlos.
Una vez garantizada la comprensión de la información a través de los medios y apoyos necesarios, la población usuaria de los servicios de salud tiene el derecho de aceptarlos o rechazarlos.
	Una vez garantizada la comprensión de la información a través de los medios y apoyos necesarios, la población usuaria de los servicios de salud tiene el derecho de aceptarlos o rechazarlos.

	En el caso de las niñas, niños y adolescentes constituye una obligación por parte de las personas prestadoras de servicios de atención a la salud implementar los apoyos y ajustes razonables, adecuados a su edad para que su voluntad y preferencias sean tomadas en cuenta en la determinación del tipo de intervenciones encaminadas a garantizar su recuperación y bienestar.
	En el caso de las niñas, niños y adolescentes constituye una obligación por parte de las personas prestadoras de servicios de atención a la salud implementar los apoyos y ajustes razonables, adecuados a su edad para que su voluntad y preferencias sean tomadas en cuenta en la determinación del tipo de intervenciones encaminadas a garantizar su recuperación y bienestar.

	Se entenderá como ajustes razonables a las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales.
	Se entenderá como ajustes razonables a las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales.

	No se entenderá que la persona no puede dar su consentimiento cuando se estime que está en un error o que no tiene conciencia de lo que hace.
	No se entenderá que la persona no puede dar su consentimiento cuando se estime que está en un error o que no tiene conciencia de lo que hace.


46.
Como puede advertirse, las modificaciones del artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California contenidas en el Decreto impugnado (Número 448, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis de julio de dos mil veinticuatro) entrañan una modificación sustantiva en el sentido normativo, lo que refleja una auténtica intención legislativa de alterar el contenido jurídico de dicho precepto, al menos, en las cuestiones siguientes: 1) De hacer referencia a una lengua indígena predominante local a establecer todas las lenguas indígenas predominantes estatales; 2) De no introducir ninguna fuente de dato a prever como parámetro los datos aportados por el Instituto Nacional de Información Estadística y Geografía; 3) De perseguir una atención de la población indígena a establecer una atención óptima para quienes no hablen español; y 4) de tener como finalidad la atención a la población a contemplar una atención médica de manera óptima para quienes no hablan suficientemente el español.

47.
Al respecto, el primer, segundo y tercer concepto de invalidez hechos valer por el accionante, se cuestionan partes o condiciones en torno a la obligación que tienen los integrantes del Sistema Estatal de Salud de procurar que haya personal médico, de enfermería o traductor, que hable las lenguas predominantes del Estado, así como que conozca la cultura y las costumbres indígenas. Por un lado, que esté sujeta a la disponibilidad presupuestaria, por otro, que la norma no sea inclusiva de género en cuanto al lenguaje que utiliza y, finalmente, que hay disposiciones que no otorgan seguridad jurídica.

48.
En tales condiciones, al verificar que el segundo párrafo de este artículo sí sufrió un cambio normativo y que las impugnaciones del accionante están dirigidas a combatir el contenido de ese mismo párrafo, este Tribunal Pleno considera que no se actualiza la causal de improcedencia aducida respecto del artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California.

49.
En cambio, en cuanto al artículo 45 Bis, la única modificación del Decreto publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis de julio de dos mil veinticuatro consistió en eliminar un párrafo que estaba repetido en la ley vigente. Es decir, no tuvo ningún cambio normativo y, por lo tanto, no puede sostenerse que estemos en presencia de un nuevo acto legislativo. En efecto, del Dictamen Número 08, de la Comisión de Asuntos Indígenas y Bienestar Social de la Vigésima Cuarta Legislatura del Congreso del Estado de Baja California, de diecinueve de junio de dos mil veinticuatro, que dio origen  al Decreto impugnado se advierte lo siguiente:

VI. Propuesta de modificación.

Esta comisión considera necesario realizar una reforma al artículo 45 Bis, derivado de la publicación del Decreto 380, publicado en el Periódico Oficial No. 07 Sección índice de fecha 09 de febrero de 2024, donde de la revisión de la publicación existe una duplicidad del párrafo sexto de la misma Ley de Salud, por lo que esta comisión en uso de sus facultades propone ajustar el artículo, se anexa cuadro comparativo (…)

50.
Como puede advertirse de los trabajos legislativos que dieron origen al Decreto impugnado, la intención del legislador local fue menor o meramente técnico, consistente en ajustar el texto del artículo 45 Bis de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California, a fin de eliminar un párrafo que estaba repetido.

51.
De ahí que se considere que no estamos en presencia de un nuevo acto legislativo para calificar la oportunidad de la demanda, pues resulta claro que no hubo intención de realizar una modificación normativa, sino un ajuste propio de la técnica legislativa; en tal sentido, la reforma al artículo 45 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California contenida en el Decreto impugnado (Número 448, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis de julio de dos mil veinticuatro) no representó un nuevo acto legislativo para efectos de la procedencia de la acción de inconstitucionalidad.

52.
Por ello, este Tribunal Pleno considera que sí se actualiza la causal de improcedencia hecha valer por las autoridades emisora y promulgada de la norma impugnada, respecto del artículo 45 Bis de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California.

53.
En consecuencia, con fundamento en el artículo 20, fracción II, de la Ley Reglamentaria de la Materia,
 en relación con los diversos artículos 19, último párrafo, y 65 del citado ordenamiento, se sobresee en la acción de inconstitucionalidad respecto del artículo 45 Bis de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis de julio de dos mil veinticuatro.

VI. ESTUDIO DE FONDO

54.
VI.1 Consideraciones previas. Los conceptos de invalidez planteados por el accionante se centran en cuestionar el artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California respecto a las condiciones en torno a la obligación que tienen los integrantes del Sistema Estatal de Salud de procurar que haya personal médico, de enfermería o persona traductora, que hable las lenguas indígenas establecidas en el Estado, así como que conozca la cultura y las costumbres indígenas. Además, que ello esté sujeto a la disponibilidad presupuestaria, que la norma no sea inclusiva de género en cuanto al lenguaje que utiliza y, finalmente, que no otorga seguridad jurídica.

55.
En consecuencia, se hará el estudio de fondo de conformidad con el orden siguiente:

	APARTADO
	CONTENIDO DE LA IMPUGNACIÓN
	CONCEPTO DE INVALIDEZ

	VI.2
	Restricción presupuestal
	Primero

	VI.3
	Lenguaje basado en estereotipos
	Segundo

	VI.4
	Cobertura lingüística
	Tercero


VI.2 Restricción presupuestal

56.
En su primer concepto de invalidez, el accionante sostiene que el párrafo segundo del artículo 36 del Decreto impugnado, en su porción normativa ‘conforme a la disponibilidad presupuestal’, viola los artículos 1, párrafo tercero, 2, apartado B, fracción III, y 4, párrafo cuarto, de la Constitución Política del país, pues, a su decir, dicha porción normativa impone una condición restrictiva para que se cumpla con el derecho humano de los pueblos indígenas de acceso a los servicios de salud y el uso de su lengua indígena, ya que prevé que, si no cuenta con presupuesto suficiente en las instancias médicas, no se podrá contar con personal médico, de enfermería o traductor, quienes serían el nexo lingüístico para que las personas indígenas se expresen y se les entienda y atienda asertivamente su padecimiento.

57.
Así, desde la perspectiva del accionante, el legislativo local incumplió con el deber de garantía, pues condicionó el pleno ejercicio del derecho a la salud a la disponibilidad presupuestaria, introduciendo una condición que puede resultar en la negación o reducción de derechos fundamentales, lo que contraviene los principios de universalidad y progresividad, así como la obligación estatal de garantizar el acceso pleno y no condicionado a los derechos a la salud y la protección de comunidades indígenas.

58.
De igual forma, sostiene que el legislador condicionó los servicios de salud para ese sector vulnerable, conforme a la disponibilidad presupuestal, lo que genera una restricción que impide a las comunidades indígenas recibirlos en igualdad de condiciones, pues la ausencia de traductores para las comunidades indígenas limita el acceso efectivo a los servicios de salud.

59.
La norma impugnada es del tenor siguiente: 
Artículo 36. (…)

De igual forma en los municipios del Estado en los que existan pueblos y comunidades indígenas, procurarán conforme a la disponibilidad presupuestal contar por lo menos con un médico, enfermera o traductor en el centro de salud que las atienda, que hable cada una de las lenguas indígenas que se establezcan como predominantes en el Estado, según los datos aportados por el Instituto Nacional de Información Estadística y Geografía, y cuente con los conocimientos sobre la cultura y costumbres indígenas, a fin de que los indígenas que no hablen suficientemente el español, puedan recibir la atención medica que requieran, de manera óptima. (…).

60.
Este Tribunal Pleno estima que el concepto de invalidez hecho valer es fundado.
61.
El artículo 4º, párrafo cuarto, de la Constitución Política del país
 reconoce que toda persona tiene derecho a la protección a la salud. A partir de ello, el Pleno de esta Suprema Corte ha precisado que este derecho no se agota en una dimensión física, sino que se proyecta hacía la consecución de un bienestar general. De igual forma, ha establecido que el derecho a la salud impone al Estado el deber de garantizar su ejercicio sin discriminación alguna y adoptar medidas encaminadas a su plena realización.
 
62.
Asimismo, este Alto Tribunal ha reconocido una doble vertiente del citado derecho: una dimensión individual y otra social. Esta última se traduce en el deber estatal de atender los problemas de salud que inciden en la colectividad y, correlativamente, de instituir los mecanismos necesarios para que todas las personas accedan efectivamente a los servicios de salud.

63.
Por otra parte, tratándose del derecho a la salud de los pueblos y las comunidades indígenas, el artículo 2º, apartado A, fracción V, y apartado B, fracción V, de la Constitución Política del país reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades respecto de las lenguas indígenas, como un elemento constitutivo de la diversidad cultural de la Nación, así como una política lingüística multilingüe que permita su uso en los espacios públicos y en los privados que correspondan. Asimismo, dispone el deber de las autoridades (Federación, las entidades federativas, los Municipios y, en su caso, las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México) de establecer las instituciones y determinar  las políticas públicas que garanticen el ejercicio efectivo de los derechos de los pueblos indígenas y su desarrollo integral, intercultural y sostenible; otrosí, la obligación de asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud mediante la ampliación de la cobertura del sistema nacional con perspectiva intercultural, así como reconocer las prácticas de la medicina tradicional.

64.
En el plano internacional, los artículos 25
 y 30
 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes disponen que los gobiernos deberán velar porque se pongan a disposición de los pueblos interesados servicios de salud adecuados, teniendo en cuenta sus condiciones culturales, entre otras. Asimismo, los gobiernos deberán adoptar medidas acordes a sus tradiciones y culturas, recurriendo a traducciones escritas y a la utilización de los medios de comunicación de masas en las lenguas de dichos pueblos.

65.
A la luz de lo anterior, el Tribunal Pleno ha establecido que el derecho a la salud adquiere connotaciones específicas y particularmente relevantes tratándose de personas indígenas, sobre todo desde la óptica del derecho a la igualdad y de la exigencia de asegurar el acceso y la prestación de los servicios de salud sin discriminación. En tal sentido, el derecho a la salud de las personas y las comunidades indígenas exige considerar sus tradiciones y su cultura, incluidas, sus lenguas como elemento indispensable para garantizar su atención adecuada. De ahí la relevancia de que el legislador incorpore en la materia medidas especiales que resultan necesarias para asegurar la igualdad sustantiva; esto es, para garantizar que todas las personas indígenas cuenten con un acceso efectivo a los servicios de salud, en condiciones equiparables a las del resto de la población no indígena.
 
66.
Al respecto, en la Observación General Número 14, sobre el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud del Comité sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas se señala que dos de los elementos esenciales del derecho a la salud son la accesibilidad y la aceptabilidad, por virtud de los cuales los servicios de salud deben ser accesibles, de hecho y de derecho, a los sectores más vulnerables y marginados de la población, así como respetuosos de la cultura de los pueblos y las comunidades.

67.
Bajo esta perspectiva, en el presente caso, la previsión contenida en el artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California constituye una garantía orientada a hacer efectivo el derecho a la salud, en su dimensión de accesibilidad lingüística y cultural, pues incorpora un mecanismo concreto que, de otra manera, impediría a las personas indígenas recibir atención médica en condiciones de igualdad, al disponer que, en los municipios con presencia de pueblos y comunidades indígenas, se deberá contar en el centro de salud con, al menos, un personal médico o de traducción que hable las lenguas establecidas.

68.
En este sentido, la porción normativa ‘disponibilidad presupuestal’ introduce un criterio de restricción presupuestaria que no puede operar como condición de acceso al derecho a la salud para las personas indígenas en condiciones de igualdad y que, por tanto, debe invalidarse.

69.
Al respecto, de conformidad con el marco jurídico internacional, en particular, los artículos 2 y 12
 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, los Estados deben adoptar medidas, hasta el máximo de los recursos de que dispongan, para garantizar el ejercicio de los derechos reconocidos en dicho instrumento, sin discriminación alguna. Consecuentemente, existe un claro débito estatal de agotar todos los medios posibles para asegurar la prestación efectiva del derecho a la salud.

70.
En relación con lo anterior, en la citada Observación General número 14, se desarrolla el alcance de las obligaciones estatales en materia de derecho a la salud: El Comité destaca que la interpretación del deber de realización progresiva no puede vaciar de contenido las obligaciones mínimas, pues éstas deben cumplirse ‘de la manera más expedita y eficaz posible’.

71.
En este sentido, el contexto de insuficiencia de recursos no autoriza a los Estados a incumplir con el contenido esencial de un derecho; por el contrario, delimita el marco de actuación dentro del cual deben diseñarse medidas razonables y efectivas para garantizarlo, sin desvirtuar su exigibilidad inmediata.

72.
En el plano interamericano, la Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró en el caso Poblete Vilches y otros vs. Chile
, tomando en cuenta la Observación General Número 14 del Comité antes citado, una serie de elementos esenciales e interrelacionados, que deben satisfacerse en materia de salud, a saber:

■
Disponibilidad, Cada Estado Parte deberá contar con un número suficiente de establecimientos, bienes y servicios públicos de salud y centros de atención de la salud, así como de programas. Esos servicios incluirán los factores determinantes básicos de la salud, como agua limpia potable y condiciones sanitarias adecuadas, hospitales, clínicas y demás establecimientos relacionados con la salud, personal médico y profesional capacitado.

■
Accesibilidad, Los establecimientos, bienes y servicios de salud deben ser accesibles a todos, sin discriminación alguna, dentro de la jurisdicción del Estado.

■
Aceptabilidad, Todos los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán ser respetuosos de la ética médica y culturalmente apropiados y deberán estar concebidos para respetar la confidencialidad y mejorar el estado de salud de las personas de que se trate.

■
Calidad, los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán ser también apropiados desde el punto de vista científico y médico y ser de buena calidad. Ello requiere, entre otras cosas, personal médico capacitado, medicamentos y equipo hospitalario científicamente aprobados y en buen estado, agua limpia potable y condiciones sanitarias adecuadas. 
73.
Tales obligaciones no pueden suspenderse ni eludirse por falta de recursos, pues, las cuestiones financieras no deben erigirse como una condicionante de acceso del derecho a la salud en condiciones de igualdad, especialmente, en contextos de vulnerabilidad.

74.
Así, la referencia a la ‘disponibilidad financiera’ contenida en el párrafo segundo del artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California resulta inconstitucional, pues, como se indicó, introduce un criterio de restricción que desdibuja la obligación estatal de agotar todos los medios posibles para garantizar el ejercicio pleno del derecho a la salud de las personas indígenas en condiciones de igualdad. 
75.
Por las razones anteriores, se estima fundado el concepto de invalidez planteado por el accionante y, por tanto, se declara la invalidez de la porción normativa ‘conforme a la disponibilidad presupuestal’ del párrafo segundo del artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California, en los términos precisados en esta ejecutoria.

76.
Consideraciones similares sostuvo esta Nueva Corte al resolver la acción de inconstitucionalidad 149/2024, en sesión de doce de enero de dos mil veintiséis, en relación con los artículos 128 y 128 Bis de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de Zacatecas.

VI.3 Lenguaje basado en estereotipos

77.
En su segundo concepto de invalidez, el accionante sostiene que el párrafo segundo del artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California viola los artículos 1 y 4, párrafo primero, de la Constitución Política del país, ya que la porción normativa ‘enfermera’, hace una distinción en razón de género que atenta contra el derecho a la igualdad y no discriminación basada en estereotipos.

78.
Desde la perspectiva del accionante, el artículo discrimina en razón de género, ya que genera un sesgo, porque identifica a la profesión de enfermería con el sexo femenino, lo que se traduce en una forma de expresiones sexistas basadas en estereotipos. Arguye que el legislador debió evitar cualquier forma  de discriminación en razón de género, pues no solo es una violación a los derechos humanos, sino que también perpetúa las desigualdades económicas y sociales, lo cual afecta negativamente a las personas discriminadas y al desarrollo integral de las sociedades.

79.
La norma impugnada es del tenor siguiente:

Artículo 36. (…)

De igual forma en los municipios del Estado en los que existan pueblos y comunidades indígenas, procurarán conforme a la disponibilidad presupuestal contar por lo menos con un médico, enfermera o traductor en el centro de salud que las atienda, que hable cada una de las lenguas indígenas que se establezcan como predominantes en el Estado, según los datos aportados por el Instituto Nacional de Información Estadística y Geografía, y cuente con los conocimientos sobre la cultura y costumbres indígenas, a fin de que los indígenas que no hablen suficientemente el español, puedan recibir la atención medica que requieran, de manera óptima. (…).

80.
Este Alto Tribunal estima que el concepto de invalidez es infundado, al tenor de la interpretación conforme siguiente.

81.
De conformidad con el artículo 1º, último párrafo, de la Constitución Política del país, está prohibida toda forma de discriminación motivada, entre otras, por cuestiones de género, que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y las libertades de las personas. En este sentido, la doctrina judicial de este Alto Tribunal ha indicado que el legislador debe evitar la expedición de leyes que impliquen un trato diferente e injustificado entre mujeres y hombres.

82.
Por su parte, el artículo 4º, párrafo primero, de la Constitución Política del país, reconoce la igualdad de las mujeres y los hombres frente a la ley. La iniciativa de reforma que le dio origen (publicada en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de diciembre de mil novecientos setenta y cuatro) indicó que ello serviría de pauta para modificar las leyes secundarias que incluyeran modos sutiles de discriminación. De manera que la igualdad implica una prohibición para el legislador de discriminar por razón de género.

83.
En este contexto, la igualdad de las mujeres y los hombres frente a la ley estuvo precedida por el trato desigual que se les daba a las mujeres en las legislaciones secundarias, federales y locales, lo que les impedía participar activamente en la vida social, económica, política y jurídica del país, así como asumir tareas de responsabilidad social pública.

84.
Dentro de este trato desigual del que históricamente han sido objeto las mujeres en las legislaciones secundarias podemos encontrar el lenguaje empleado en la redacción de las normas jurídicas.  En efecto, el lenguaje reproduce las concepciones culturales y sociales en un época y territorio determinados. Al reproducir la realidad, el lenguaje también puede usarse de manera que resulte discriminatorio al basarse en prejuicios y estereotipos y, por ello, ser contrario al principio de igualdad y no discriminación. Así, si el lenguaje reproduce concepciones que limitan el desarrollo de las mujeres al imponerles roles o conductas asignadas socialmente, el resultado será reforzar esas restricciones y, por tanto, obstaculizar el disfrute de sus derechos fundamentales.
 
85.
Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha indicado que es posible asociar la subordinación de la mujer a prácticas basadas en estereotipos de género socialmente dominantes y persistentes, condiciones que se agravan cuando los estereotipos se reflejan, implícita o explícitamente, en políticas y prácticas, particularmente en el razonamiento y el lenguaje de las autoridades.  La creación y uso de estereotipos se convierte en una de las causas y consecuencias de la violencia de género en contra de la mujer.

86.
Por su parte, este Alto Tribunal ha reconocido que el empleo, por parte de las autoridades, de un lenguaje anclado en estereotipos y prejuicios afecta la igualdad; criterio que, al menos, se advierte de los precedentes siguientes: 
· Para cumplir con los deberes que derivan de juzgar con perspectiva de género es necesario que los impartidores de justicia consideren que, al interpretar la norma aplicable al caso concreto, siempre requerirán evaluar si la normatividad a aplicar no provoca una violación directa al derecho de igualdad al introducir impactos diferenciados por razón de género, y si lo hace, entonces, es obligación del juzgador preferir la opción interpretativa que elimine tal discriminación, o en su caso optar por la inaplicación de la norma. (Amparo directo en revisión 2655/2013).

· El lenguaje discriminatorio se caracteriza por destacar categorías de las señaladas en el artículo 1º constitucional para clasificar a determinadas personas. Es innegable que el lenguaje influye en la percepción que las personas tienen de la realidad, provocando que los prejuicios sociales, mismos que sirven de base para las prácticas de exclusión, se arraiguen en la sociedad mediante expresiones que predisponen la marginación de ciertos individuos. (Amparo directo en revisión 2806/2012)

· El deber de cuidado a cargo del legislador para velar por el contenido de las normas que emite —en lo que respecta al principio de igualdad y no discriminación— no implica que, al crear textos normativos, únicamente deben utilizarse términos, palabras o conceptos neutros; en realidad, el alcance de ese deber exige que en la formulación de normas jurídicas, la utilización de las palabras empleadas en un contexto determinado no conduzcan ni genere imprecisiones que eventualmente se traduzcan en interpretaciones discriminatorias; esto es, para formular una norma jurídica no es necesario utilizar palabras neutras pues basta con recurrir a términos o fórmulas que, sin ser neutros, generen una idea de inclusión y no discriminación. (Acción de inconstitucionalidad 40/2018).

· El uso de lenguaje basado en estereotipos y perjuicios por parte de las autoridades afecta el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia. (Amparo directo en revisión 1419/2023).

87.
Si bien algunos de los antecedentes indicados se han formulado en relación con la obligación en la función jurisdiccional de juzgar con perspectiva de género, su razón de ser consiste en las obligaciones reforzadas del Estado mexicano en materia de igualdad y el deber de erradicar la violencia en contra de las mujeres, lo que impide concebirlos como una carga exclusiva de las personas juzgadoras, sino como un estándar de actuación pública que, por identidad de razón, también vincula al legislador al elaborar normas libres de estereotipos y prevenir diseños normativos que generen y perpetúen impactos discriminatorios.

88.
Precisado lo anterior, a juicio de este Tribunal Pleno, en el caso específico que ahora se analiza, la norma contiene un sesgo de género al referirse a ‘enfermeras’ en femenino —de la misma forma en que se refiere a médico y traductor en masculino— con lo que institucionaliza una distribución estereotipada de las funciones en el ámbito sanitario, que invisibiliza a las mujeres médicas y asigna la idea de un rol de cuidado a cargo de ellas. Además, asocia la idea de autoridad técnica y decisoria a lo masculino y el cuidado subordinado con lo femenino.

89.
Este tipo de formulaciones normativas, aun cuando respondan a usos lingüísticos tradicionales, tienden a normalizar la idea de que dichas funciones corresponden de manera natural a las mujeres, perpetuando así estereotipos de género que el orden constitucional exige erradicar.

90.
No obstante, la porción normativa impugnada no se encuentra definiendo ni regulando directamente los derechos de las mujeres, pues, en este caso, lo que el legislador realizó fue establecer una medida de accesibilidad lingüística y cultural en los centros de salud municipales que brinden atención a las personas pertenecientes a los pueblos y las comunidades indígenas.

91.
Por ello, para este Tribunal Pleno suprimir la porción normativa impugnada, si bien subsana el vicio del lenguaje estigmatizante, lo cierto es que cambia el sentido de la norma y de la intención del legislador estatal sobre sí misma, pues, como se indicó, el término ‘enfermera’ integra el núcleo de una obligación jurídica específica orientada a garantizar un estándar mínimo de personal de salud en clínicas que atienden a personas pertenecientes a los pueblos y las comunidades indígenas.

92.
Por tanto, declarar la invalidez de dicha palabra con el objetivo de neutralizar el estereotipo de género supondría, a su vez, la supresión de la exigencia normativa de contar con personal de enfermería capacitado para la atención de este grupo en condición de vulnerabilidad y, ello tendría, como consecuencia directa, la disminución de las condiciones mínimas de calidad, continuidad y seguridad en la prestación de los servicios de salud, contraviniendo de manera directa lo mandatado en los artículos 2, apartado B, fracción V, y 4, párrafo cuarto, de la Constitución Política del país.

93.
En otras palabras, con la redacción que resulte de la invalidez se acabaría por sustituir un esquema de atención basado en tres perfiles complementarios por uno limitado a dos con la consecuente merma a la capacidad institucional para cumplir con la exigencia de atención en las lenguas indígenas, es decir, que si antes existía la capacidad para escoger a un profesional con dominio en lenguas indígenas de entre el espectro de tres posiciones, con la invalidez de la porción normativa se reduciría a solo dos, lo que puede llegar a dificultar el cumplimiento del deber de atención en lenguas indígenas.

94.
Por ello, este Alto Tribunal establece que la porción normativa ‘enfermera’ contenida en el párrafo segundo del artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California, interpretado conforme con los artículos 1º, 2º y 4º de la Constitución Política del país debe leerse como referido al personal de enfermería.

95.
Es relevante señalar que, en ocasiones anteriores, este Tribunal Pleno ha reconocido la validez de normas que emplean términos inadecuados —que en otros contextos serían discriminatorios— cuando no se traducen en una disminución o vulneración de derechos. Por ejemplo, al resolver la acción de inconstitucionalidad 4/2016,
 esta Suprema Corte determinó, bajo una interpretación conforme que, si bien diversos preceptos de la Ley del Instituto Municipal de Pensiones del Estado de Chihuahua se referían expresamente a la mujer concubina, deberían leerse como aplicables al hombre concubino.

96.
De igual forma, en dicho precedente, se determinó que el artículo 43 de la Ley del Instituto Municipal de Pensiones, vigente a partir del veinticuatro de diciembre de dos mil quince, al precisar: ‘la muerte de un pensionado’ como génesis del derecho a gozar de la pensión de viudez, debía entenderse que el sustantivo ‘pensionado’, designa la clase, es decir, a todos los individuos de la especie, sin distinción de sexos. De este modo, la locución ‘la muerte de un pensionado’ no se consideró violatoria de derechos fundamentales, porque la norma contempló el uso genérico del masculino para referirse a la clase, es decir, tanto a la pensionada como al pensionado propiamente dicho, por lo que debía ser entendida sin distinción de género.

97.
Como puede advertirse, este Alto Tribunal ya se ha enfrentado en diversas ocasiones a este tipo de problemáticas, es decir, cuando una norma impugnada falla en su lenguaje con perspectiva  de derechos humanos, pero que su eliminación puede generar un vicio adicional, en cuyos casos, de ser posible, ha optado por una interpretación conforme de la norma controvertida.

98.
Consecuentemente, a la luz de las consideraciones anteriores, se reconoce la validez de la porción normativa ‘enfermera’ al tenor de la interpretación conforme del párrafo segundo del artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California, reformado mediante Decreto Número 448, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis de julio de dos mil veinticuatro.

VI.4 Cobertura lingüística

99.
En su tercer concepto de invalidez, el accionante sostiene que la porción normativa ‘que hable cada una de las lenguas indígenas que se establezcan como predominantes en el Estado’ prevista en el párrafo segundo del artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California vulnera los principios de seguridad y legalidad jurídica protegidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política del país, pues resulta de imposible aplicación a un caso concreto. 
100.
Lo anterior, porque dicho precepto regula que las personas pertenecientes a los pueblos y las comunidades indígenas que existan en los municipios del Estado reciban servicios de salud con el apoyo de una persona profesional de la medicina, de enfermería o traductora, la cual debe hablar cada una de las lenguas indígenas que se establezcan como predominantes en el Estado. Al respecto, el accionante sostiene que resulta imposible encontrar una persona hablante de todas las lenguas indígenas de la región y que dicha persona sea un profesional de la medicina o enfermería, lo que implica que los servicios de salud que se pretender ofrecer a los pueblos y las comunidades indígenas de la entidad no llegue a materializarse.

101.
La norma impugnada es del tenor siguiente:

Artículo 36. (…)

De igual forma en los municipios del Estado en los que existan pueblos y comunidades indígenas, procurarán conforme a la disponibilidad presupuestal contar por lo menos con un médico, enfermera o traductor en el centro de salud que las atienda, que hable cada una de las lenguas indígenas que se establezcan como predominantes en el Estado, según los datos aportados por el Instituto Nacional de Información Estadística y Geografía, y cuente con los conocimientos sobre la cultura y costumbres indígenas, a fin de que los indígenas que no hablen suficientemente el español, puedan recibir la atención medica que requieran, de manera óptima. (…).

102.
Este Tribunal Pleno estima que el concepto de invalidez hecho valer es infundado, pues, de la porción normativa ‘que hable cada una de las lenguas indígenas que se establezcan como predominantes en el Estado’ es posible inferir con claridad que su redacción tiene como objetivo alcanzar una cobertura lingüística en la entidad dentro de los centros de salud en los municipios en los que existan pueblos y comunidades indígenas.

103.
Conforme a nuestra doctrina judicial, los principios de legalidad y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política del país, se entienden en el sentido de que la ley debe contener los elementos mínimos para hacer valer el derecho del gobernado y para que, sobre este aspecto, la autoridad no incurra en arbitrariedades.

104.
Lo que tutela dichos principios es que el gobernado jamás se encuentre en una situación de incertidumbre jurídica y, por tanto, en estado de indefensión. En ese sentido, el contenido esencial  de dichos derechos radica en ‘saber a qué atenerse’ respecto de la regulación normativa prevista en la ley y a la actuación de la autoridad.

105.
Ahora bien, es necesario tener presente que las normas jurídicas no escapan a la indeterminación que es propia y natural del lenguaje, cuya abstracción adquiere un sentido preciso cuando se contextualizan en las circunstancias específicas de los casos concretos.

106.
En estos casos, el legislador, por no ser omnisciente y desconocer de antemano todas las combinaciones y circunstancias futuras de aplicación, se ve en la necesidad de emplear conceptos jurídicos indeterminados cuyas condiciones de aplicación no pueden preverse en todo su alcance posible porque la solución de un asunto concreto depende justamente de la apreciación particular de las circunstancias que en él concurran, lo cual no significa que necesariamente la norma se torne insegura o inconstitucional, ni que la autoridad tenga la facultad de dictar arbitrariamente la resolución que corresponda, pues, en todo caso, la autoridad está sometida al control de las garantías de fundamentación y motivación.

107.
Bajo esta línea de pensamiento, hemos señalado que, si bien la claridad de las leyes constituye uno de los imperativos apremiantes y necesarios para evitar o disminuir su oscuridad, ambigüedad, confusión y contradicción, sería incorrecto afirmar que una norma se aparta de la Constitución Política del país, al incurrir en una irregularidad de su redacción, pues la contravención a ésta se basa en aspectos objetivos que generalmente son los principios consagrados en ella, ya sea prohibiendo una determinada acción de la autoridad en contra de los particulares gobernados u ordenando la forma en que deben conducirse en su función de gobierno.

108.
Además, nuestro sistema jurídico, reconoce la necesidad de que existan métodos de interpretación jurídica que, con motivo de las imprecisiones y oscuridad que puedan afectar a las disposiciones legales, establezcan su sentido y alcance, pero no condiciona su validez al hecho de que sean claras en su redacción y en los términos que emplean.
 
109.
A la luz de lo anterior, como se adelantó, se estima infundado el concepto de invalidez hecho valer.

110.
En efecto, de la redacción de la norma es posible advertir que el legislador local empleo la conjunción ‘o’ al imponer el deber a los municipios en que existan pueblos y comunidades indígenas de ‘contar por lo menos con un médico o traductor en el centro de salud’, de lo que se sigue que el mandato contenido en dicho precepto puede satisfacerse con cualquiera de los perfiles mencionados (persona médica o traductora), garantizando desde un punto de vista funcional que exista, al menos, un elemento humano capacitado lingüística y culturalmente para atender a la población indígena.

111.
Además de lo anterior, la expresión ‘que hable cada una de las lenguas indígenas que se establezcan como predominantes en el Estado’ no se refiere a que la persona profesional o traductora con que cuente el centro de salud sea hablante de todas las lenguas indígenas de la región, sino a que todas las lenguas indígenas deberán contar con, al menos, una persona profesional o traductora que brinde la atención médica requerida, según los datos aportados por el Instituto Nacional de Información Estadística y Geografía.

112.
En otras palabras, la interpretación correcta de la porción normativa impugnada conduce a concluir que la expresión ‘que hable cada una de las lenguas indígenas que se establezcan como predominantes en el Estado’ no exige que una sola persona del centro médico municipal conozca todas las variables lingüísticas existentes en la entidad federativa; sino, por el contrario, dicha porción normativa, articulada con la diversa expresión ‘contar por lo menos con un médico o traductor en el centro de salud’, permiten entender con suficiente inteligibilidad que la disposición tiene como objetivo alcanzar la cobertura lingüística en la entidad, conforme a los datos aportados por el organismo previsto en el artículo 26, apartado B de la Constitución Política del país.

113.
Así, la exigencia normativa impuesta en el artículo 36 impugnado es que, en aquellos municipios del Estado en los que existan pueblos y/o comunidades indígenas, la o las lenguas indígenas predominantes en dicho territorio cuenten, al menos, con una persona profesional o una traductora que pueda atender en ella a la población.

114.
De ahí que, contrario a la aducido por el accionante, el artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California no contiene una redacción que imposibilita la materialización del deber estatal de garantizar el acceso óptimo a los servicios de salud para los pueblos y las comunidades indígenas, bajo condiciones de accesibilidad lingüística y cultural; por el contrario, para su materialización habrá de tomarse en consideración los datos oficiales aportados por el Instituto Nacional de Información Estadística y Geografía.

115.
Sobre este aspecto, vale la pena traer a cuenta que, conforme al Censo de Población y Vivienda 2020 del Instituto Nacional de Información Estadística y Geografía, en el Estado de Baja California existen 48,638 personas de cinco años y más hablantes de lenguas indígenas. Dicha población habla las lenguas indígenas siguientes: 1,401 (Tzeltal); 5,777 (Zapoteco); 20,973 (Mixteco); 1,643 (Tarasco); 1,690 (Tzotzil); 5,258 (Náhuatl); 413 (Maya); 434 (Otomí); 113 (Tojolabal); 881 (Mixe); 334 (Mazahua); 199 (Chatino); 263 (Tarahumara); 300 (Chol Ch´ol); 217 (Totonaca); 566 (Tlapaneco); 100 (Huasteca); 176 (Zoque); 240 (Mazateco); y 7,280 (resto de lenguas).

116.
Tomando en consideración datos oficiales como los antes indicados y dependiendo de los pueblos y las comunidades indígenas existentes en determinado Municipio del Estado, la autoridad habrá de determinar qué lengua o lenguas indígenas deberán hablar, al menos, un personal médico o traductora en el centro de salud municipal correspondiente, a fin de que la población que no hable suficientemente el español pueda recibir la atención médica que requiera.

117.
De ahí que, contrario a lo sostenido por el accionante, la disposición analizada no incorpora una redacción que obstaculice o imposibilite la materialización del deber estatal de garantizar un acceso óptimo a los servicios de salud para los pueblos y las comunidades indígenas, en condiciones de plena accesibilidad lingüística y cultural.

118.
Por el contrario, el diseño normativo permite un real y efectivo cumplimiento, pues el débito estatal se articula a partir de criterios objetivos y verificables, como lo son los datos oficiales proporcionados por el Instituto Nacional de Información Estadística y Geografía, los cuales permiten identificar las lenguas indígenas en el territorio de un municipio con pueblos y comunidades indígenas y, con ello, determinar el personal con que deberán contar los centros de salud correspondientes.

119.
Por las razones expuestas, se declara infundado el concepto de invalidez en estudio y, por tanto, se reconoce la validez de la porción normativa ‘que hable cada una de las lenguas indígenas que se establezcan como predominantes en el Estado’ del párrafo segundo del artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California, reformado mediante Decreto Número 448, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis de julio de dos mil veinticuatro.

VII. EFECTOS

120.
El artículo 73, en relación con los artículos 41, 43, 44 y 45 de la Ley Reglamentaria de la Materia, señalan que las sentencias deben contener los alcances y los efectos de éstas, así como fijar con precisión los órganos obligados a cumplirla, las normas generales respecto de las cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Además, se debe fijar la fecha a partir de la cual la sentencia producirá sus efectos.

121.
Declaratoria de invalidez: En atención a las consideraciones desarrolladas en esta ejecutoria, se declara la invalidez de la porción normativa ‘conforme a la disponibilidad presupuestal’ del párrafo segundo del artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California, reformado mediante Decreto Número 448, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis de julio de dos mil veinticuatro, a efecto de que se lea en los términos siguientes:

Artículo 36. (…)

De igual forma en los municipios del Estado en los que existan pueblos y comunidades indígenas, procurarán conforme a la disponibilidad presupuestal contar por lo menos con un médico, enfermera o traductor en el centro de salud que las atienda, que hable cada una de las lenguas indígenas que se establezcan como predominantes en el Estado, según los datos aportados por el Instituto Nacional de Información Estadística y Geografía, y cuente con los conocimientos sobre la cultura y costumbres indígenas, a fin de que los indígenas que no hablen suficientemente el español, puedan recibir la atención medica que requieran, de manera óptima. (…).

122.
Fecha a partir de la cual surtirá efectos la declaratoria general de invalidez: Conforme a lo dispuesto por el artículo 45, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria de la Materia, la declaratoria surtirá efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de la presente ejecutoria al Congreso del Estado.

VIII. DECISIÓN

123.
Por lo antes expuesto, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve:

PRIMERO. Es parcialmente procedente y parcialmente fundada la presente acción de inconstitucionalidad.

SEGUNDO. Se sobresee en la acción de inconstitucionalidad respecto del artículo 45 Bis de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California, reformado mediante Decreto Número 448, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis de julio de dos mil veinticuatro.

TERCERO. Se reconoce la validez de las porciones normativas ‘enfermera’ (al tenor de la interpretación conforme propuesta) y ‘que hable cada una de las lenguas indígenas que se establezcan como predominantes en el Estado’ del párrafo segundo del artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California, reformado mediante el referido Decreto Número 448.

CUARTO. Se declara la invalidez de la porción normativa ‘conforme a la disponibilidad presupuestal’ del párrafo segundo del artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California, reformado mediante el aludido Decreto Número 448, la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso de dicho Estado.

QUINTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Baja California, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Notifíquese; con testimonio de esta resolución por medio de oficio a las partes; devuélvase el expediente a la Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de Inconstitucionalidad para los efectos legales a que haya lugar y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra; Espinosa Betanzo; Ríos González; Esquivel Mossa apartándose del criterio híbrido; Batres Guadarrama; Ortiz Ahlf; Figueroa Mejía separándose de algunas consideraciones respecto del criterio híbrido; Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto de no sobreseer respecto del artículo 36 de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California.

Se aprobó por mayoría de siete votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, en cuanto a sobreseer respecto del artículo 45 Bis de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California del proyecto. Las personas Ministras Esquivel Mossa y Figueroa Mejía votaron en contra.

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las personas Ministras Herrerías Guerra; Espinosa Betanzo, Ríos González, Batres Guadarrama; Ortiz Ahlf; Figueroa Mejía obligado por la mayoría, dado que consideró que debió agotarse una consulta previa a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas; Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto de declarar la invalidez del artículo 36, párrafo segundo, en su porción normativa ‘conforme a la disponibilidad presupuestal’, de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California. La señora Ministra Esquivel Mossa votó en contra.

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra; Espinosa Betanzo; Ríos González; Esquivel Mossa; Batres Guadarrama; Ortiz Ahlf; Figueroa Mejía obligado por la mayoría, dado que consideró que debió agotarse una consulta previa a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas; Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto de reconocer la validez del artículo 36, párrafo segundo, en su porción normativa ‘enfermera’, de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California, al tenor de la interpretación conforme propuesta.

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las personas Ministras Herrerías Guerra; Espinosa Betanzo; Ríos González; Batres Guadarrama; Ortiz Ahlf; Figueroa Mejía obligado por la mayoría, dado que consideró que debió agotarse una consulta previa a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas; Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto de reconocer la validez del artículo 36, párrafo segundo, en su porción normativa ‘que hable cada una de las lenguas indígenas que se establezcan como predominantes en el Estado’, de la Ley de Salud Pública para el Estado de Baja California. La señora Ministra Esquivel Mossa votó en contra.

El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados.

Firman el señor Ministro Presidente y la señora Ministra Ponente, con el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe. 
Presidente, Ministro Hugo Aguilar Ortiz.- (Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).- Ponente, Ministra Sara Irene Herrerías Guerra.- (Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).- Secretario General de Acuerdos, Daniel Álvarez Toledo.- (Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).

DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copias fotostática constante de veintitrés fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 145/2024, promovida por el Poder Ejecutivo Federal, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del tres de febrero de dos mil veintiséis. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a veintinueve de abril de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
� Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: (…)


II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.


Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: (…)


c) El Ejecutivo Federal, por conducto del Consejero Jurídico del Gobierno, en contra de normas generales de carácter federal y de las entidades federativas; (…).


� Artículo 16.


La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá:


I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La admisión de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad planteadas respecto de normas generales no dará lugar en ningún caso a la suspensión de la norma cuestionada; (…).


� Artículo 41. Las sentencias deberán contener:


I. La fijación breve y precisa de las normas generales, actos u omisiones objeto de la controversia y, en su caso, la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados;


� Artículo 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley.


� Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. (…).


� Artículo 11. (…)


La persona titular de la Presidencia de los Estados Unidos Mexicanos será representado o representada por el secretario o secretaria de estado, por el jefe o jefa del departamento administrativo o por el Consejero o la Consejera Jurídica del Gobierno, conforme lo determine el propio Presidente o Presidenta, y considerando para tales efectos las competencias establecidas en la ley. El acreditamiento de la personalidad de estas personas servidoras públicas y su suplencia se harán en los términos previstos en las leyes o reglamentos interiores que correspondan.


� Artículo 59. En las acciones de inconstitucionalidad se aplicarán en todo aquello que no se encuentre previsto en este Título, en lo conducente, las disposiciones contenidas en el Título II.


� Artículo 90. (…)


La función de Consejero Jurídico del Gobierno estará a cargo de la dependencia del Ejecutivo Federal que, para tal efecto, establezca la ley.


El Ejecutivo Federal representará a la Federación en los asuntos en que ésta sea parte, por conducto de la dependencia que tenga a su cargo la función de Consejero Jurídico del Gobierno o de las Secretarías de Estado, en los términos que establezca la ley. (…).


� Artículo 4o. La función de Consejero Jurídico, prevista en el artículo 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, estará a cargo de la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal. Al frente de la Consejería Jurídica habrá un Consejero que dependerá directamente del Presidente de la República, y será nombrado y removido libremente por éste.


� CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. ORDEN PUBLICO. TIENEN ESA NATURALEZA LAS DISPOSICIONES QUE PREVEN LAS CAUSAS DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO INSTITUIDO EN LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTICULO 105 CONSTITUCIONAL. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 200108. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P./J. 31/96. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo III, Junio de 1996, página 392. Tipo: Jurisprudencia).


� Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: (…)


En todo caso, las causales de improcedencia deberán examinarse de oficio.


� Artículo 65. En las acciones de inconstitucionalidad, la ministra o el ministro instructor de acuerdo con el artículo 25, podrá aplicar las causales de improcedencia establecidas en el artículo 19 de esta ley, con excepción de su fracción II respecto de leyes electorales, así como las causales de sobreseimiento a que se refieren las fracciones II y III del artículo 20.


Las causales previstas en las fracciones III y IV del artículo 19 sólo podrán aplicarse cuando los supuestos contemplados en éstas se presenten respecto de otra acción de inconstitucionalidad.


� Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: ()


VII. Cuando la demanda se presentare fuera de los plazos previstos en el artículo 21; (…).


� Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.


Artículo 65. En las acciones de inconstitucionalidad, la ministra o el ministro instructor de acuerdo con el artículo 25, podrá aplicar las causales de improcedencia establecidas en el artículo 19 de esta ley, con excepción de su fracción II respecto de leyes electorales, así como las causales de sobreseimiento a que se refieren las fracciones II y III del artículo 20.


Las causales previstas en las fracciones III y IV del artículo 19 sólo podrán aplicarse cuando los supuestos contemplados en éstas se presenten respecto de otra acción de inconstitucionalidad.


� Artículo 20. El sobreseimiento procederá en los casos siguientes: (…)


II. Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior; (…).


� Artículo 4º. (…)


Toda Persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución. La Ley definirá un sistema de salud para el bienestar, con el fin de garantizar la extensión progresiva, cuantitativa y cualitativa de los servicios de salud para la atención integral y gratuita de las personas que no cuenten con seguridad social. (…).


� DERECHO A LA SALUD. NO SE LIMITA AL ASPECTO FÍSICO, SINO QUE SE TRADUCE EN LA OBTENCIÓN DE UN DETERMINADO BIENESTAR GENERAL. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 165826. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P. LXVIII/2009. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Diciembre de 2009, página 6. Tipo: Aislada).


� DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD. DIMENSIONES INDIVIDUAL Y SOCIAL. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 2013137. Instancia: Primera Sala. Décima Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: 1a. CCLXVII/2016 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II, página 895. Tipo: Aislada).


� Artículo 2º. (…)


A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para: (…)


V. Promover el uso, desarrollo, preservación, estudio y difusión de las lenguas indígenas como un elemento constitutivo de la diversidad cultural de la Nación, así como una política lingüística multilingüe que permita su uso en los espacios públicos y en los privados que correspondan. (…)


B. La Federación, las entidades federativas, los Municipios y, en su caso, las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, deberán establecer las instituciones y determinar las políticas públicas que garanticen el ejercicio efectivo de los derechos de los pueblos indígenas y su desarrollo integral, intercultural y sostenible, las cuales deben ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos.


Para tal efecto, dichas autoridades tienen la obligación de: (…)


V. Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud mediante la ampliación de la cobertura del sistema nacional con perspectiva intercultural, así como reconocer las prácticas de la medicina tradicional. (…).


� Artículo 25.


1. Los gobiernos deberán velar por que se pongan a disposición de los pueblos interesados servicios de salud adecuados o proporcionar a dichos pueblos los medios que les permitan organizar y prestar tales servicios bajo su propia responsabilidad y control, a fin de que puedan gozar del máximo nivel posible de salud física y mental.


2. Los servicios de salud deberán organizarse, en la medida de lo posible, a nivel comunitario. Estos servicios deberán planearse y administrarse en cooperación con los pueblos interesados y tener en cuenta sus condiciones económicas, geográficas, sociales y culturales, así como sus métodos de prevención, prácticas curativas y medicamentos tradicionales.


� Artículo 30


1. Los gobiernos deberán adoptar medidas acordes a las tradiciones y culturas de los pueblos interesados, a fin de darles a conocer sus derechos y obligaciones, especialmente en lo que atañe al trabajo, a las posibilidades económicas, a las cuestiones de educación y salud, a los servicios sociales y a los derechos dimanantes del presente Convenio.


2. A tal fin, deberá recurrirse, si fuere necesario, a traducciones escritas y a la utilización de los medios de comunicación de masas en las lenguas de dichos pueblos. 


� Acción de inconstitucionalidad 63/2022 (párrafos 64 a 67), resuelta en sesión de cinco de junio de dos mil veintitrés, por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá apartándose de la metodología, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf por falta de consulta indígena previa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea por falta de consulta indígena previa, Ríos Farjat por falta de consulta indígena previa, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández apartándose de los párrafos del 79 al 84 (ahora 85 al 90), respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su parte segunda, consistente en declarar la invalidez del artículo 16 QUATER, párrafo segundo, en sus porciones normativas “cuando menos” y “náhuatl, Hñahñu, Otomí, Tepehua, Tenek y Pame”, de la Ley de Salud para el Estado de Hidalgo. El señor Ministro González Alcántara Carrancá y la señora Ministra Presidenta Piña Hernández anunciaron sendos votos concurrentes.


� Observación General Número14 (2000), Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, párrafos 11 y 12.


� Artículo 2º.


1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos.


2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos humanos y su economía nacional, podrán determinar en qué medida garantizarán los derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a personas que no sean nacionales suyos.


Artículo 12


1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.


2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para:


a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños;


b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente;


c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas;


d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad.


� 31. La realización progresiva del derecho a la salud a lo largo de un determinado período no debe interpretarse en el sentido de que priva de todo contenido significativo las obligaciones de los Estados Partes. Por el contrario, la realización progresiva implica que los Estados Partes tienen la obligación concreta y constante de avanzar lo más expedita y eficazmente posible hacia la plena realización del derecho a la salud.


32.Al igual que ocurre con los demás derechos reconocidos en el Pacto, existe una fuerte presunción de que no son permisibles las medidas regresivas adoptadas en relación con el derecho a la salud. En caso de que se adopten medidas deliberadamente regresivas, corresponde al Estado Parte demostrar que fueron aplicadas tras el examen más exhaustivo de todas las alternativas posibles y que se encuentran debidamente justificadas en atención a la totalidad de los derechos reconocidos en el Pacto, así como a la plena utilización de los recursos máximos disponibles.


� Corte IDH, Poblete Vilches y otros vs. Chile, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 8 de marzo de 2018, párrafos 118 a 121.


� Acción de inconstitucionalidad 149/2024, resuelta en sesión de doce de enero de dos mil veintiséis.


� PERSPECTIVA DE GÉNERO EN LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. SU SIGNIFICADO Y ALCANCES. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 2005458. Instancia: Primera Sala. Décima Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: 1a. XXIII/2014 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 3, Febrero de 2014, Tomo I, página 677. Tipo: Aislada)


� IGUALDAD JURÍDICA DEL HOMBRE Y LA MUJER PREVISTA EN EL ARTÍCULO 4o., PRIMER PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. SUS ALCANCES. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 172019. Instancia: Primera Sala. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: 1a. CLII/2007. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Julio de 2007, página 262. Tipo: Aislada).


� DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD ENTRE EL VARÓN Y LA MUJER. SU ALCANCE CONFORME A LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 2014099. Instancia: Primera Sala. Décima Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: 1a./J. 30/2017 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 41, Abril de 2017, Tomo I, página 789. Tipo: Jurisprudencia).


� Suprema Corte de Justicia de la Nación. Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género. 2020. Págs. 237 y 238.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso González y otras (“Campo algodonero”) vs México. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Párr. 401.


� Amparo directo en revisión 2655/2013, (párrafo 71), resuelto por la extinta Primera Sala en sesión de seis de noviembre de dos mil trece, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz (quien se reserva el derecho de formular voto concurrente), Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena (Ponente) y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. En contra del emitido por el Ministro Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo.


� Amparo directo en revisión 2806/2012, (páginas 39 a 41), resuelto por la extinta Primera Sala en sesión de seis de marzo de dos mil trece, por mayoría de tres votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo, en contra de los emitidos por los Ministros José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quienes se reservaron su derecho a formular voto particular.


� Acción de inconstitucionalidad 40/2018, (páginas 112 y 113), resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de dos de abril de dos mil diecinueve, por por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando noveno, relativo a la discriminación en perjuicio de quienes tienen un vínculo conyugal o concubinato contra otra persona del mismo sexo, consistentes, respectivamente, en declarar la invalidez de los artículos 70, fracción I, inciso b), y 73, fracción I, párrafos segundo, en su porción normativa “el Servidor Público o el Pensionado”, y tercero, en su porción normativa “de la servidora pública o pensionada”, de la Ley de Seguridad y Servicios Sociales para los Servidores Públicos del Estado de Aguascalientes. El señor Ministro Medina Mora I. se ausentó durante esta votación.


� Amparo directo en revisión 1419/2023, (párrafos 81 a 83), resuelto por la extinta Primera Sala en sesión de seis de diciembre de dos mil veintitrés, por unanimidad de cinco votos de los Señores y Señoras Ministras: Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien se reservó su derecho a formular voto concurrente; Ana Margarita Ríos Farjat, quien se reservó su derecho a formular voto concurrente; Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo (Ponente).


� Acción de inconstitucionalidad 4/2016, resuelta en sesión de diecinueve de marzo de dos mil diecinueve, por unanimidad de diez votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas con reservas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando quinto, las propuestas consistentes, por una parte, en reconocer la validez de los artículos 45, fracción II, en la porción normativa "concubina", 47, fracción II, en la porción normativa "concubina", y 69, en las porciones normativas "concubina", "concubinario" y "concubinarios", de la Ley del Instituto Municipal de Pensiones del Estado de Chihuahua, al tenor de la interpretación conforme propuesta, de la Ley del Instituto Municipal de Pensiones del Estado de Chihuahua. El Ministro González Alcántara Carrancá anunció voto concurrente. Los Ministros Franco González Salas y presidente Zaldívar Lelo de Larrea reservaron su derecho de formular sendos votos concurrentes.


� GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA. SUS ALCANCES. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 174094. Instancia: Segunda Sala. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: 2a./J. 144/2006. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, Octubre de 2006, página 351. Tipo: Jurisprudencia).


� LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD NO DEPENDE DE QUE ESTABLEZCAN CONCEPTOS INDETERMINADOS. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 175902. Instancia: Primera Sala. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: 1a./J. 1/2006. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Febrero de 2006, página 357. Tipo: Jurisprudencia).


� LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD NO DEPENDE DE LOS VICIOS EN LA REDACCIÓN Y PRECISIÓN DE TÉRMINOS EN QUE EL LEGISLADOR ORDINARIO PUEDA INCURRIR. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 191425. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P. CIV/2000. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XII, Agosto de 2000, página 145. Tipo: Aislada).


� Ídem.


� Artículo 26 de la Constitución Política del país. (…)


B. El Estado contará con un Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica cuyos datos serán considerados oficiales. Para la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, los datos contenidos en el Sistema serán de uso obligatorio en los términos que establezca la ley. (…).


� https://en.www.inegi.org.mx/app/areasgeograficas/?ag=02#tabMCcollapse-Indicadores (Consultado el nueve de diciembre de dos mil veinticinco).





